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I. INTRODUCCIÓN

La sostenibilidad ambiental, también conocida como ecodesarrollo, fomenta 
un uso prudente, racional y sostenible de los recursos naturales (que satisfaga las 
necesidades energéticas presentes sin comprometer la capacidad energética de las 
generaciones futuras), para que los daños causados al medioambiente como conse-
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cuencia del suministro energético sean nulos o los mínimos posibles (Heffron,2018; 
Del Guayo Castiella, 2020; Morand-Deviller, 2010). Por ejemplo, en materia ener-
gética la sostenibilidad se centra especialmente en combatir las emisiones GEI, 
mediante su reducción, secuestro, captura y compensación, anhelando la neutrali-
dad carbónica, que solo se alcanzará con el uso masivo de fuentes de energía reno-
vable, a lo que la planificación energética dedica buena parte de sus medidas (Del 
Guayo Castiella, 2020).

Dicha sostenibilidad se ha consolidado en las últimas décadas como un eje nor-
mativo, con mayor o menor vinculatoriedad, que varía en función del texto positivo 
que la proclama y como una prioridad política de alcance global. Desde la apro-
bación del Informe Brundtland (1987) hasta la Agenda 2030 y los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS), los marcos internacionales han situado el desarrollo 
sostenible en el centro de las políticas públicas y de las agendas institucionales 
(ONU, 2015a; ONU, 2015b).

En cuanto al ámbito europeo, la sostenibilidad se viene integrando desde hace 
décadas de forma progresiva como un eje transversal de las políticas económi-
cas, sociales y medioambientales de la Unión1, siendo codificada en el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea a través del principio de integración ambien-
tal (art.11). De forma más reciente, el Pacto Verde Europeo (COM 2019 640 final), 
la Ley Europea del Clima2 y diversas estrategias derivadas en materia de transición 
ecológica, economía circular (COM/2020/98 final) y transformación digital sosteni-
ble3 han consolidado el desarrollo sostenible como principio orientador de la acción 
normativa y política de la Unión Europea. Es decir, la sostenibilidad no se confi-
gura en el ordenamiento europeo como una política sectorial limitada al ámbito 
ambiental, sino como un principio transversal que orienta la acción pública en sus 
dimensiones económica, social y normativa (De Sadeleer, 2020). En la medida en 
que incide en la regulación de la actividad económica, en la gobernanza pública, en 
la financiación, en la ordenación territorial y en la transición tecnológica, su alcan-
ce se proyecta necesariamente sobre las instituciones encargadas de la formación 
superior y de la generación de conocimiento (SDSN, 2017).

Por su parte, en el ordenamiento jurídico español la sostenibilidad ha sido 
incorporada como principio rector de la acción pública a través de la Ley 7/2021, 
de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética, que orienta la plani-
ficación económica, energética y territorial hacia un modelo de desarrollo soste-

1. Por ejemplo, el Sexto Programa de Acción Ambiental adoptado por Decisión n.º 1600/2002 / CE, 
DO L242 / 1, establece como prioritario el uso y la gestión sostenible de los recursos.

2. Reglamento (UE) 2021/1119 del Parlamento Europeo y del Consejo de 30 de junio de 2021 por 
el que se establece el marco para lograr la neutralidad climática y se modifican los Reglamentos (CE) 
n.º 401/2009 y (UE) 2018/1999 («Legislación europea sobre el clima»).

3. Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2020, rela-
tivo al establecimiento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles y por el que se modifica 
el Reglamento (UE) 2019/2088 (Texto pertinente a efectos del EEE).
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nible (art. 2). No obstante, dicha ley no se limita a regular únicamente políticas 
energéticas o climáticas, sino que impone una visión global del cambio climático 
y la sostenibilidad en todos los ámbitos, incluida la enseñanza universitaria. De 
manera específica, el artículo 35 de la Ley 7/2021 introduce una dimensión for-
mativa explícita al establecer como necesaria la integración transversal del cambio 
climático y la sostenibilidad en el sistema educativo, incluyendo la revisión de los 
currículos y la promoción de su incorporación en los planes de estudio universita-
rios, así como la formación del profesorado. En coherencia con este marco, la Ley 
Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario (LOSU), incorpora la 
sostenibilidad dentro del marco institucional que define la misión y funciones de 
la universidad, vinculándola a su responsabilidad social y a su contribución a los 
grandes retos contemporáneos. En particular, el artículo 2 sitúa entre las funciones 
del sistema universitario la contribución al progreso social, económico y cultural 
y al desarrollo sostenible, incorporando este último como elemento definidor de 
la misión universitaria. Asimismo, el artículo 56, al regular la programación plu-
rianual y el sistema de financiación, incluye entre los ejes de financiación estructu-
ral las inversiones destinadas a garantizar la sostenibilidad medioambiental de las 
universidades, asociadas a indicadores específicos de evaluación.

A la vista del citado contexto, la universidad no actúa como mero observador 
externo, sino como actor institucional inserto en un entramado normativo y social 
en el que la sostenibilidad se ha convertido en criterio estructural de actuación 
pública y privada. Por ese motivo, desde hace tiempo, se viene subrayando el papel 
de la educación superior en la capacitación para la transición sostenible y en la 
formación de competencias vinculadas a la responsabilidad social, ambiental y eco-
nómica (Lozano, 2006). En este marco, la educación superior ocupa una posición 
institucional estratégica. La universidad no solo participa en la producción de cono-
cimiento, sino que desempeña una función formativa decisiva en la configuración 
de los futuros profesionales, responsables públicos y agentes económicos. En con-
secuencia, los principios y compromisos normativos asumidos en la promoción de 
valores y competencias orientadas al desarrollo sostenible no pueden permanecer 
ajenos al ámbito universitario, sino que inciden directamente en la orientación de 
su actividad académica (Aznar Minguet & Ull Solís, 2009).

En la práctica, las universidades españolas han asumido formalmente este com-
promiso, incorporando la sostenibilidad como principio transversal en sus planes 
estratégicos, en sus memorias de verificación y en sus políticas de responsabilidad 
social (Quiles-Soler et al., 2025).

Sin embargo, la incorporación declarativa de la sostenibilidad en los documen-
tos institucionales no garantiza su integración efectiva en la práctica docente. Con 
frecuencia, la sostenibilidad se introduce como contenido temático añadido o como 
referencia contextual ocasional, sin traducirse en resultados de aprendizaje defini-
dos, en actividades específicas ni en criterios de evaluación explícitos. Esta brecha 
entre el plano normativo y el plano metodológico plantea un problema relevante: 
la sostenibilidad no se articula como una verdadera competencia transversal, sino 
que cuando se incorpora al programa docente lo hace, en muchos casos, como 
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una declaración programática sin traducción efectiva en resultados de aprendizaje, 
tareas específicas y criterios de evaluación coherentes (Foronda-Robles, 2017).

Este déficit metodológico adquiere especial relevancia en el contexto del actual 
modelo de educación superior, articulado en torno a resultados de aprendizaje y 
niveles de cualificación (MECES4), exige que las competencias (incluidas las de 
carácter transversal) se definan en términos observables y evaluables. Desde esta 
perspectiva, el reconocimiento normativo de la sostenibilidad como principio ins-
titucional plantea una cuestión central: cómo traducir dicho principio en una com-
petencia formativa efectiva dentro del diseño curricular. La sostenibilidad no puede 
entenderse únicamente como un conjunto de contenidos ambientales o sociales a 
reseñar en un programa, sino como una competencia compleja que integra una 
comprensión sistémica, de capacidad de anticipación y de diseño de estrategias de 
acción. Su integración requiere, por tanto, coherencia entre la formulación compe-
tencial, actividades formativas y sistemas de evaluación.

El problema que aborda este trabajo radica, precisamente, en la ausencia de una 
articulación sistemática que permita operativizar la sostenibilidad como competen-
cia transversal evaluable. Con este propósito, se propone un marco estructurado de 
integración basado en tres dimensiones: definición competencial operativa, progre-
sión formativa a lo largo de grado y máster y evaluación alineada con los resultados 
de aprendizaje.

Aunque el modelo se formula con vocación general y aplicable a cualquier 
titulación, se ilustrará su operatividad mediante referencias al ámbito de Comercio 
y Turismo, sectores particularmente sensibles a los retos ambientales, sociales, 
regulatorios y económicos asociados al desarrollo sostenible. Este caso aplicado 
permite mostrar cómo la sostenibilidad puede integrarse sin necesidad de reformar 
estructuralmente los planes de estudio, siempre que se articule mediante diseño 
competencial y evaluación coherente.

II. LA SOSTENIBILIDAD COMO COMPETENCIA TRANSVERSAL EN LA 
EDUCACIÓN SUPERIOR

La configuración de la sostenibilidad como principio normativo transversal 
plantea la necesidad de determinar su traducción en términos formativos. En el 
marco actual de la educación superior, articulado en torno a competencias y resul-
tados de aprendizaje conforme a la ordenación vigente de las enseñanzas oficia-
les (RD 822/20215), una competencia no se identifica con la mera incorporación 
de contenidos, sino por la capacidad de movilizar en el estudiante conocimientos, 

4. Real Decreto 1027/2011, de 15 de julio, por el que se establece el Marco Español de 
Cualificaciones para la Educación Superior.

5. Real Decreto 822/2021, de 28 de septiembre, por el que se establece la organización de las ense-
ñanzas universitarias y del procedimiento de aseguramiento de su calidad.
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habilidades y actitudes en contextos complejos y cambiantes. Desde esta perspec-
tiva, la sostenibilidad debe entenderse como un conjunto de competencias clave 
que permiten abordar problemas interdependientes y multidimensionales (Wiek, 
Withycombe & Redman, 2011; UNESCO, 2017).

Concebida en términos competenciales, la sostenibilidad implica, al menos, 
tres planos interrelacionados: la comprensión sistémica de los problemas econó-
micos, sociales y ambientales; la capacidad de anticipar consecuencias y evaluar 
escenarios alternativos; y la aptitud para diseñar estrategias de actuación responsa-
bles y viables. No se trata, por tanto, únicamente de conocer marcos normativos o 
principios éticos, sino de integrar dichas referencias en procesos de análisis y toma 
de decisiones propios de cada ámbito disciplinar.

Esta caracterización permite diferenciar la sostenibilidad como competencia de 
su tratamiento meramente declarativo. Mientras que el enfoque temático se limita a 
incorporar contenidos vinculados al desarrollo sostenible, el enfoque competencial 
exige formular resultados de aprendizaje observables, establecer niveles de domi-
nio progresivo y articular mecanismos de evaluación coherentes, en línea con el 
modelo de aseguramiento de la calidad del sistema universitario español. En conse-
cuencia, la cuestión central no es si la sostenibilidad debe estar presente en los pla-
nes de estudio (algo ya respaldado por el marco normativo) sino cómo estructurar 
su integración para que pueda funcionar como competencia transversal evaluable 
en el diseño curricular.

Responder a esta cuestión exige precisar qué significa que una competencia sea 
transversal. En el modelo del Espacio Europeo de Educación Superior, la transver-
salidad no se refiere a la inclusión de un mismo contenido en todas las titulacio-
nes, sino a la incorporación de determinadas capacidades en el desarrollo de las 
competencias específicas de cada disciplina (González & Wagenaar, 2003; Villa & 
Poblete, 2007). En el ámbito español, los trabajos sobre sostenibilidad curricular 
impulsados por CRUE subrayan igualmente que la integración de la sostenibilidad 
no exige la creación de materias aisladas, sino su incorporación transversal en los 
planes de estudio mediante la reformulación de resultados de aprendizaje y crite-
rios de evaluación (CRUE, 2023).

Desde esta perspectiva, si la sostenibilidad se define en términos de análisis 
sistémico, anticipación de consecuencias y diseño de estrategias responsables, su 
desarrollo no requiere alterar el objeto de estudio de cada grado, sino integrar estas 
operaciones en la forma en que se abordan los problemas profesionales propios de 
cada disciplina. Toda titulación universitaria, en el marco del modelo competencial 
vigente, implica la formulación de problemas, la selección de métodos de análisis y 
la adopción de decisiones con efectos en entornos económicos, sociales o tecnoló-
gicos (González & Wagenaar, 2003; De Miguel, 2006). La integración de la soste-
nibilidad como competencia transversal consiste, por tanto, en incorporar criterios 
de interdependencia, evaluación de impactos y responsabilidad en esos mismos 
procesos analíticos, desarrollándose integrada en las competencias específicas y no 
al margen de ellas (Villa & Poblete, 2007; CRUE, 2023).
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III. LA OPERATIVIZACIÓN CURRICULAR DE LA COMPETENCIA DE 
SOSTENIBILIDAD

Si la sostenibilidad ha de configurarse como competencia transversal evaluable, 
su integración no puede quedar en formulaciones genéricas, sino que debe traducir-
se en resultados de aprendizaje explícitos y alineados con el diseño del título. En el 
modelo vigente de ordenación de las enseñanzas oficiales, los resultados de apren-
dizaje constituyen el elemento vertebrador de los planes de estudio, al permitir con-
cretar las competencias en desempeños observables y evaluables (RD 822/2021).

Desde esta perspectiva, la operativización curricular de la sostenibilidad exige, 
en primer lugar, desagregar sus dimensiones competenciales en formulaciones veri-
ficables en términos de acción. La comprensión sistémica debe expresarse como la 
capacidad de analizar un problema propio del ámbito disciplinar identificando las 
interrelaciones entre factores económicos, sociales y ambientales que lo configu-
ran. Sobre esa base analítica, la dimensión anticipatoria puede formularse como la 
aptitud para evaluar escenarios alternativos y prever impactos derivados de distintas 
decisiones. Finalmente, la dimensión estratégica puede concretarse en la capaci-
dad para diseñar propuestas o decisiones que integren de manera explícita criterios 
de sostenibilidad en su justificación técnica o normativa (Wiek, Withycombe & 
Redman, 2011; UNESCO, 2017).

En segundo lugar, estos resultados deben graduarse conforme a los niveles 
establecidos en el Marco Español de Cualificaciones para la Educación Superior 
(MECES), regulado por el Real Decreto 1027/2011, de 15 de julio. El artículo 3 
de dicha norma estructura las enseñanzas universitarias en niveles diferenciados 
(Grado, Máster y Doctorado, entre otros), mientras que el artículo 4 define los 
descriptores correspondientes a cada nivel en términos de resultados de aprendi-
zaje, autonomía y complejidad cognitiva. Esta estructura obliga a diseñar la com-
petencia de sostenibilidad de forma progresiva, adecuando su formulación al nivel 
correspondiente.

En el nivel 2 (Grado), se exige que el estudiante demuestre capacidad para 
aplicar sus conocimientos, reunir e interpretar datos relevantes y emitir juicios 
que incorporen reflexiones de índole social, científica o ética. En consecuencia, 
la competencia de sostenibilidad en este nivel puede formularse en términos de 
análisis fundamentado de interdependencias económicas, sociales y ambientales y 
de evaluación de impactos derivados de decisiones propias del ámbito disciplinar. 
Mientras que en el nivel 3 (Máster), se establece la necesidad de integrar conoci-
mientos y formular juicios en entornos nuevos o poco conocidos, afrontando la 
complejidad y la incertidumbre. Ello implica que la competencia de sostenibilidad 
debe adquirir un mayor grado de autonomía y profundidad, traduciéndose en la 
capacidad para diseñar estrategias complejas y tomar decisiones incorporando cri-
terios de sostenibilidad en contextos de elevada complejidad técnica o normativa.

En tercer lugar, la coherencia del diseño exige que los resultados de aprendizaje 
declarados, las actividades formativas y los sistemas de evaluación estén estructu-
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ralmente vinculados entre sí. Este principio, conocido como alineación construc-
tiva implica que aquello que se declara como competencia debe ser efectivamente 
trabajado en las actividades docentes y evaluado mediante instrumentos adecuados 
(Biggs, 1996; Biggs & Tang, 2011).

Aplicado a la sostenibilidad, ello significa que su integración no puede limitar-
se a menciones programáticas en la guía docente, sino que debe reflejarse en tareas 
que obliguen al estudiante a analizar interdependencias, valorar impactos y justifi-
car decisiones incorporando criterios de sostenibilidad. Solo cuando los instrumen-
tos de evaluación permiten verificar que el estudiante ha adquirido la capacidad de 
analizar, anticipar y proponer soluciones en contextos concretos, puede afirmarse 
que la competencia ha sido incorporada al currículo (CRUE, 2023).

En definitiva, la operativización de la sostenibilidad exige su inserción sistemá-
tica en la estructura competencial del título, su adecuación al nivel del MECES y 
su traducción en mecanismos evaluativos coherentes, evitando que quede reducida 
a una referencia declarativa desvinculada del proceso formativo.

IV. APLICACIÓN TRANSVERSAL DE LA COMPETENCIA DE SOSTENIBI-
LIDAD EN DISTINTAS TITULACIONES

La estructuración metodológica expuesta en los apartados anteriores permite 
comprobar que la sostenibilidad, entendida como competencia transversal, no se 
vincula a un contenido material determinado, sino a una forma de abordar los pro-
blemas propios de cada disciplina. Su integración curricular no exige alterar el 
objeto de estudio de los distintos grados, sino incorporar criterios de análisis sisté-
mico, anticipación de impactos y diseño de soluciones responsables en el desarrollo 
de las competencias específicas.

En consecuencia, su incorporación es posible en cualquier grado universitario en 
la medida en que toda titulación exige análisis de situaciones complejas, valoración 
de alternativas y adopción de decisiones con efectos económicos, sociales o tecnoló-
gicos. La diferencia no reside en la existencia o no de contenidos ambientales explí-
citos, sino en la inclusión de criterios de interdependencia, evaluación de impactos 
y responsabilidad en el desarrollo de las competencias propias de cada disciplina.

Esta lógica permite integrar la sostenibilidad en ámbitos tradicionalmente vin-
culados a la gestión empresarial, a la actividad económica o a la planificación terri-
torial, pero también en titulaciones de carácter técnico, jurídico o científico, cuya 
práctica profesional implica igualmente análisis de impactos y toma de decisio-
nes complejas. Con el fin de ilustrar esta aplicabilidad transversal, se examinan 
a continuación distintos supuestos representativos. En primer lugar, se analiza su 
integración en titulaciones del ámbito económico-empresarial, con especial refe-
rencia a Comercio y Turismo. Posteriormente, se aborda su incorporación en el 
ámbito jurídico y, finalmente, se examina su proyección en titulaciones técnicas o 
cuantitativas.
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1. Integración en titulaciones del ámbito económico-empresarial: Comercio 
y Turismo

Las titulaciones del ámbito económico-empresarial constituyen un espacio par-
ticularmente idóneo para examinar la integración transversal de la competencia de 
sostenibilidad, en la medida en que su núcleo formativo se articula en torno a la 
toma de decisiones estratégicas, la gestión de recursos y la evaluación de alterna-
tivas en entornos competitivos. La sostenibilidad no se presenta en este contexto 
como un contenido externo al objeto de estudio, sino como un criterio que incide 
directamente en la racionalidad económica contemporánea.

En el ámbito de la estrategia empresarial, la incorporación de consideraciones 
ambientales, sociales y de gobernanza (ESG) se ha consolidado como elemento 
estructural del análisis estratégico y financiero. La progresiva integración de estos 
parámetros en los mercados de capitales y en la evaluación de riesgos corporati-
vos ha transformado la lógica de la toma de decisiones empresariales, formando 
parte del análisis competitivo y de la creación de valor a largo plazo (Porter & 
Kramer, 2011; Eccles & Klimenko, 2019; Schoenmaker, 2019; Gillan, Koch & 
Starks, 2021).

Esta transformación se ve reforzada por el marco normativo europeo, particu-
larmente por el Reglamento (UE) 2020/852, que establece criterios técnicos para 
determinar cuándo una actividad económica puede considerarse ambientalmente 
sostenible; por la Directiva (UE) 2022/2464 (CSRD), que impone obligaciones 
de información sobre sostenibilidad a un número creciente de empresas; y por la 
Directiva (UE) 2024/1760, relativa a la diligencia debida de las empresas en mate-
ria de sostenibilidad, que impone obligaciones de identificación, prevención y miti-
gación de impactos adversos en derechos humanos y medioambiente a lo largo de 
la cadena de valor. En consecuencia, el análisis empresarial ya no puede limitarse 
a variables financieras tradicionales, sino que exige la incorporación sistemática de 
impactos ambientales, sociales y de gobernanza en la formulación de estrategias, 
proyectos de inversión y decisiones operativas.

La sostenibilidad se vincula así a la estructura misma de la estrategia empresa-
rial, en la medida en que la generación de ventajas competitivas sostenidas exige 
la consideración de impactos sociales, reputacionales y regulatorios. De modo que 
la integración de variables no financieras en la toma de decisiones organizativas 
constituye un elemento central de los modelos contemporáneos de gestión (Gillan 
et al., 2021). Desde esta perspectiva, la sostenibilidad no opera como un añadido 
normativo externo a la disciplina, sino como dimensión integrada en la racionalidad 
estratégica y en los procesos de decisión empresarial.

En el ámbito específico del turismo, se ha señalado desde hace décadas la rela-
ción entre desarrollo turístico, planificación territorial y sostenibilidad (Bramwell 
& Lane, 1993; Saarinen, 2006; Bouazza Ariño, 2017; Gössling et al., 2023). La 
gestión de destinos turísticos, la regulación de flujos de visitantes o la planificación 
de infraestructuras implican necesariamente la consideración de impactos ambien-

– 102 –



La sostenibilidad en la docencia, la tarea pendiente…

tales, sociales y económicos. La sostenibilidad aparece así vinculada a la propia 
viabilidad del modelo turístico y a la preservación de recursos territoriales.

Desde el punto de vista curricular, la competencia de sostenibilidad puede 
integrarse en asignaturas como Dirección Estratégica, Gestión de Operaciones, 
Economía Aplicada, Planificación Turística o Gestión de Destinos mediante 
la reformulación de resultados de aprendizaje. La elección de estas materias no 
es arbitraria: todas ellas comparten como eje formativo el análisis de decisiones 
empresariales, la asignación de recursos escasos y la evaluación de alternativas 
estratégicas en entornos competitivos o territoriales (Lozano et al., 2013; Rasche & 
Ulrich, 2015). Se trata, por tanto, de espacios curriculares en los que el estudiante 
ya debe aplicar metodologías de análisis, ponderar variables múltiples y justificar 
decisiones, lo que facilita la incorporación de criterios de sostenibilidad sin alterar 
el núcleo disciplinar.

En el nivel de grado, dicha integración puede concretarse en la exigencia de 
que el estudiante sea capaz de analizar decisiones empresariales incorporando la 
evaluación de impactos sociales y ambientales, justificar alternativas estratégicas 
atendiendo a criterios de sostenibilidad y valorar la coherencia de modelos de nego-
cio con objetivos de desarrollo sostenible. En asignaturas de Dirección Estratégica, 
por ejemplo, el análisis DAFO o el diseño de ventajas competitivas puede incluir 
la identificación de riesgos regulatorios derivados de la normativa climática o de 
diligencia debida. En Gestión de Operaciones, la planificación de cadenas de sumi-
nistro puede incorporar la evaluación de trazabilidad, eficiencia energética o cum-
plimiento de estándares ambientales. En Planificación Turística, la elaboración de 
diagnósticos territoriales puede integrar indicadores de capacidad de carga, presión 
sobre recursos naturales o impacto en comunidades locales.

En términos operativos, esta integración puede materializarse en estudios de 
caso sobre proyectos de inversión, planes de expansión empresarial o modelos de 
desarrollo turístico. El estudiante no solo debe calcular la rentabilidad o la cuota 
de mercado, sino identificar externalidades, analizar efectos territoriales y justificar 
decisiones estratégicas considerando variables múltiples. Puede exigirse, por ejem-
plo, que en un plan de negocio se incluyan escenarios regulatorios derivados de la 
taxonomía europea o de la normativa de información sobre sostenibilidad, o que en 
el análisis de un destino turístico se incorporen indicadores de resiliencia ambiental 
y cohesión social. La competencia se evidencia cuando la sostenibilidad deja de ser 
un apartado descriptivo y pasa a formar parte del razonamiento que conduce a la 
decisión final y condiciona la selección de alternativas.

En el nivel de máster, la complejidad se incrementa conforme a los descriptores 
del MECES (RD 1027/2011, art. 4). La competencia puede formularse en términos 
de diseño de planes estratégicos integrados, evaluación de escenarios regulatorios 
o estructuración de instrumentos financieros vinculados a criterios ESG. La toma 
de decisiones se sitúa en contextos de mayor incertidumbre, exigiendo la integra-
ción de información incompleta y la ponderación de riesgos económicos, sociales 
y ambientales. Así, la elaboración de un proyecto de inversión puede requerir la 
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incorporación de criterios de taxonomía sostenible, análisis de riesgos reputaciona-
les asociados a la cadena de suministro o evaluación del impacto de obligaciones 
de diligencia debida. En este nivel, la sostenibilidad no actúa únicamente como 
variable adicional, sino como parámetro esencial del modelo de decisión.

La integración descrita evidencia que, en las titulaciones económico-empre-
sariales, la sostenibilidad no constituye una especialización sectorial ni un com-
plemento ético externo, sino un criterio estructural de racionalidad decisional. La 
incorporación de parámetros ESG, de obligaciones de diligencia debida y de están-
dares regulatorios europeos en el análisis estratégico demuestra que la competencia 
de sostenibilidad puede desarrollarse desde el interior mismo de la disciplina, sin 
alterar su objeto ni fragmentar el currículo. En este ámbito, la transversalidad se 
materializa en la reformulación del proceso de toma de decisiones, no en la crea-
ción de contenidos adicionales.

2. Integración en titulaciones jurídicas

El ámbito jurídico ofrece un contexto especialmente significativo para exami-
nar la integración transversal de la competencia de sostenibilidad, en la medida en 
que el desarrollo sostenible ha sido progresivamente incorporado al ordenamiento 
jurídico como principio orientador de la acción pública y privada. La sostenibilidad 
no se configura únicamente como materia sectorial del Derecho ambiental, sino 
como criterio interpretativo y regulador que incide en múltiples sectores norma-
tivos, entre ellos el Derecho administrativo (planificación territorial, contratación 
pública), el Derecho mercantil (gobernanza corporativa y deberes de diligencia), el 
Derecho financiero (finanzas sostenibles y supervisión de mercados) y el Derecho 
internacional público (acuerdos climáticos y cooperación para el desarrollo).

En el plano europeo, esta evolución se manifiesta de manera particularmente 
intensa en la regulación empresarial reciente. La Directiva (UE) 2024/1760, relativa 
a la diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad, impone obliga-
ciones jurídicas de identificación, prevención, mitigación y reparación de impactos 
adversos en derechos humanos y medioambiente a lo largo de la cadena de valor. 
No se trata de una mera obligación de información, sino de un deber de conducta 
exigible que integra la sostenibilidad en la estructura de la responsabilidad corpo-
rativa y en los mecanismos de gobernanza empresarial. Esta directiva se suma al 
Reglamento (UE) 2020/852, que establece criterios técnicos para calificar activida-
des económicas como ambientalmente sostenibles, y a la Directiva (UE) 2022/2464 
(CSRD), que amplía las obligaciones de información no financiera. El conjunto 
normativo configura un marco jurídico en el que la sostenibilidad opera como pará-
metro regulatorio transversal en el Derecho mercantil, financiero y societario.

En el ordenamiento español, pese a la gran relevancia del concepto de soste-
nibilidad, se debe lidiar con el todavía nada pacífico grado de reconocimiento del 
derecho fundamental a un medioambiente. Y es que el problema radica en que la 
Constitución Española de 1978 no lo ha incorporado de forma explícita en el texto 
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constitucional, requiriendo por tanto la interpretación doctrinal y jurisprudencial 
para desvelar el contenido implícito del art.45 la Constitución Española. Autores 
como Sánchez Sáez entienden que el principio de sostenibilidad se encuentra en el 
apartado primero del mencionado artículo, aunque desde una perspectiva ambiental 
finalista. Es decir, el derecho a disfrutar de un medioambiente adecuado al per-
seguir el desarrollo integral de la persona sobrepasa la materia medioambiental, 
alcanzado a diversas esferas como la social, la económica, la laboral, la energética 
o la espiritual, entre otras (Sánchez Sáez, 2008).

En la misma línea argumentativa, la jurisprudencia constitucional ha conside-
rado que el mandato de protección destinado a los poderes públicos contenido en 
el art.45.2 posee como elemento objetivo y estático el medioambiente y como ele-
mento dinámico y funcional la protección de éste. La conjunción de ambos aspec-
tos permite trasladar el elemento ambiental a cualquier actividad pública y política 
sectorial. Es decir, el deber de los poderes públicos de velar por la utilización racio-
nal de los recursos naturales no se agota en la protección ambiental estricta, sino 
que proyecta efectos sobre la planificación normativa, la regulación económica y la 
adopción de decisiones administrativas en sectores diversos. La exigencia constitu-
cional de preservar el medioambiente adecuada al desarrollo de la persona implica 
que las políticas públicas (ya sean de carácter económico, territorial, financiero o 
empresarial) incorporen criterios de sostenibilidad en su diseño y ejecución. En 
este sentido, la combinación entre el mandato del art. 45 CE y el principio de pro-
moción del progreso social y económico recogido en el art. 40 CE permite articular 
un concepto de desarrollo sostenible equilibrado, que integra la dimensión ambien-
tal en el conjunto de la acción pública y en la ordenación de la actividad privada, 
combinación que da como resultado el concepto del desarrollo sostenible equilibra-
do y racional que no olvida a las generaciones futuras6.

Desde el punto de vista formativo, esta transformación normativa permite inte-
grar la competencia de sostenibilidad en asignaturas como Derecho Administrativo, 
Derecho Mercantil, Derecho Internacional Público, Derecho de la Unión Europea o 
Derecho Financiero. En cada uno de estos ámbitos, la sostenibilidad no constituye 
un bloque temático aislado, sino un criterio que condiciona la interpretación, apli-
cación y producción normativa.

En Derecho Administrativo, la sostenibilidad se proyecta sobre la planificación 
sectorial, la evaluación ambiental estratégica, la contratación pública verde y la 
intervención administrativa en sectores regulados. El estudiante debe comprender 
cómo los principios de transición ecológica y uso racional de recursos inciden en la 
discrecionalidad administrativa, en la motivación de los actos y en la configuración 
de políticas públicas.

En Derecho Mercantil y societario, la integración se produce a través de la 
gobernanza corporativa, los deberes de diligencia de los administradores, la infor-

6. STC 102/1995, de 26 de junio de 1995, FJ 4.
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mación no financiera y las obligaciones derivadas de la normativa europea de soste-
nibilidad empresarial. La sostenibilidad deja de ser una cuestión reputacional para 
convertirse en parámetro jurídico que afecta a la responsabilidad y al cumplimiento 
normativo.

En Derecho de la Unión Europea, la sostenibilidad condiciona la interpretación 
de actos normativos, la articulación del mercado interior y la compatibilidad de 
ayudas de Estado con objetivos climáticos. Mientras que, en Derecho Financiero, 
la sostenibilidad influye en la fiscalidad ambiental, en los instrumentos presupues-
tarios vinculados a la transición ecológica y en la supervisión de productos finan-
cieros sostenibles.

Esta diversidad sectorial evidencia que la competencia jurídica en sostenibili-
dad no exige crear una asignatura autónoma, sino integrar su dimensión normativa 
en el análisis ordinario de cada rama del Derecho, articulándose de manera progre-
siva conforme al nivel formativo del estudiante.

En el nivel de Grado, la competencia de sostenibilidad puede concretarse en 
la capacidad de interpretar y aplicar normas jurídicas incorporando su dimensión 
ambiental, social y económica, así como en la identificación de los efectos regula-
torios que determinadas decisiones normativas o administrativas generan en térmi-
nos de sostenibilidad. No se trata únicamente de conocer el contenido literal de la 
norma, sino de comprender cómo los principios de transición ecológica, uso racio-
nal de recursos o diligencia empresarial influyen en su interpretación sistemática y 
teleológica.

En Derecho Administrativo, por ejemplo, el análisis de un instrumento de pla-
nificación territorial o urbanística puede requerir que el estudiante examine no solo 
su adecuación formal al ordenamiento, sino también la integración de criterios de 
sostenibilidad en la ordenación del suelo, la evaluación de impacto ambiental o 
la ponderación de intereses económicos y ambientales en la motivación del acto 
administrativo. En Derecho de la contratación pública, la inclusión de cláusulas 
ambientales o sociales exige valorar su encaje con los principios de igualdad y libre 
concurrencia.

En el Derecho Mercantil, el estudio del deber de diligencia de los adminis-
tradores puede incorporar la consideración de riesgos derivados de la normativa 
europea de sostenibilidad empresarial, incluyendo obligaciones de prevención y 
control de impactos en la cadena de suministro. El análisis de la información socie-
taria puede integrar las exigencias de transparencia derivadas de la normativa sobre 
información en materia de sostenibilidad.

En Derecho de la Unión Europea, el estudiante puede analizar cómo los regla-
mentos y directivas en materia de taxonomía sostenible, información corporativa o 
diligencia debida empresarial inciden en la configuración de obligaciones para los 
Estados miembros y para los operadores económicos. Asimismo, el estudio de la 
disciplina de ayudas de Estado permite examinar la compatibilidad de incentivos 
públicos a sectores energéticos o industriales con los objetivos de transición ecoló-
gica, integrando la sostenibilidad en el análisis de proporcionalidad y necesidad de 
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las medidas. De este modo, la sostenibilidad no se presenta como política sectorial 
aislada, sino como criterio estructural que condiciona la aplicación del Derecho de 
la Unión en ámbitos económicos estratégicos.

En cuanto al Derecho Financiero, el análisis de figuras tributarias ambienta-
les permite valorar cómo el sistema fiscal puede internalizar costes ambientales 
e incentivar comportamientos económicos responsables. Asimismo, el estudio de 
instrumentos como los bonos verdes, los mecanismos de financiación sostenible o 
las obligaciones de información en materia ESG permite integrar la sostenibilidad 
en la regulación y supervisión de los mercados financieros. El estudiante debe ser 
capaz de identificar cómo estos instrumentos normativos y financieros incorporan 
objetivos climáticos y sociales en la ordenación de ingresos públicos y en la disci-
plina del mercado.

De este modo, en el grado la competencia no exige que el estudiante diseñe 
modelos regulatorios complejos, sino que sea capaz de identificar la dimensión de 
sostenibilidad presente en la norma, analizar sus implicaciones jurídicas y argu-
mentar su relevancia en la resolución de casos prácticos.

En el nivel de Máster, la competencia de sostenibilidad adquiere una dimen-
sión cualitativamente distinta, vinculada no solo a la interpretación normativa, sino 
al diseño, evaluación y estructuración de marcos regulatorios y mecanismos de 
cumplimiento. El estudiante no se limita a identificar la dimensión de sostenibi-
lidad presente en la norma, sino que debe integrar criterios ambientales, sociales 
y de gobernanza en contextos jurídicos complejos caracterizados por la interac-
ción entre distintos niveles normativos y por la presencia de intereses económicos 
contrapuestos.

En el ámbito del Derecho Mercantil y societario, ello puede concretarse en el 
análisis de modelos de cumplimiento empresarial derivados de la Directiva (UE) 
2024/1760, evaluando la articulación de sistemas internos de diligencia debida, 
la delimitación de responsabilidades de los administradores y la configuración de 
mecanismos de supervisión en cadenas de valor transnacionales. El estudiante debe 
ser capaz de valorar la adecuación de dichos mecanismos a estándares normati-
vos europeos y proponer soluciones organizativas compatibles con las exigencias 
regulatorias.

En Derecho Administrativo, se puede avanzar desde el análisis de la legalidad 
de planes y actuaciones hacia la evaluación de modelos de gobernanza y de instru-
mentos de intervención pública orientados a la transición sostenible. Ello puede 
concretarse en el estudio de la planificación estratégica y territorial con enfoque de 
sostenibilidad, en el diseño de instrumentos regulatorios para sectores intensivos en 
recursos (energía, transporte, turismo, residuos) o en la estructuración de mecanis-
mos de control y seguimiento de objetivos climáticos y ambientales. Asimismo, el 
estudiante puede trabajar sobre la configuración de cláusulas ambientales y sociales 
en contratación pública y sobre técnicas de fomento e incentivos administrativos, 
exigiéndose no solo la identificación de criterios de sostenibilidad, sino la capaci-
dad de justificar su incorporación desde la perspectiva de la proporcionalidad, la 
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motivación y el equilibrio entre interés general, actividad económica y protección 
de bienes colectivos.

En Derecho de la Unión Europea, la competencia puede desarrollarse mediante 
el examen crítico de la coherencia entre políticas económicas, industriales y climá-
ticas, así como mediante el análisis comparado de modelos de transposición nor-
mativa en los Estados miembros. La sostenibilidad se convierte aquí en parámetro 
de control de compatibilidad normativa, exigiendo ponderar objetivos de mercado 
interior, competencia y transición ecológica, así como la interacción entre libertad 
de empresa, protección ambiental y estabilidad del sistema económico europeo.

En Derecho Financiero, el nivel de Máster puede incorporar el estudio de ins-
trumentos complejos de financiación sostenible, la estructuración jurídica de bonos 
verdes o la evaluación de riesgos regulatorios asociados a la clasificación de inver-
siones conforme al Reglamento de Taxonomía. La sostenibilidad opera como cri-
terio técnico que condiciona la arquitectura jurídica de los productos financieros y 
los deberes de información en los mercados de capitales.

En este nivel, la competencia no se limita a reconocer la dimensión sostenible 
del ordenamiento, sino que implica la capacidad de integrar dicha dimensión en 
la elaboración de propuestas normativas, en el diseño de políticas públicas o en la 
estructuración jurídica de operaciones económicas complejas.

En conjunto, la proyección de la sostenibilidad en las distintas ramas del 
Derecho demuestra que su integración curricular no depende de la creación de con-
tenidos autónomos, sino de la incorporación sistemática de criterios ambientales, 
sociales y económicos en el razonamiento jurídico ordinario. La competencia se 
materializa cuando el estudiante es capaz de integrar dichos criterios en la inter-
pretación normativa, en la resolución de conflictos y en el diseño de soluciones 
jurídicas complejas, evidenciando que la sostenibilidad opera como parámetro 
estructural del ordenamiento y no como categoría sectorial aislada.

3. Integración en titulaciones técnicas y cuantitativas

Las titulaciones de carácter técnico, científico o cuantitativo constituyen un 
ámbito especialmente significativo para evidenciar el carácter verdaderamente 
transversal de la competencia de sostenibilidad. En estos estudios, el núcleo forma-
tivo se articula en torno al análisis de datos, la modelización de sistemas complejos, 
el diseño de soluciones técnicas y la optimización de recursos bajo restricciones 
múltiples. La incorporación de la sostenibilidad implica reformular los criterios de 
evaluación técnica, ampliando los parámetros tradicionales de optimización.

En ingeniería y disciplinas tecnológicas, la lógica tradicional de diseño se 
ha basado históricamente en parámetros de funcionalidad, eficiencia y coste. Sin 
embargo, la evolución contemporánea en ingeniería sostenible ha puesto de relieve 
que la evaluación de una solución técnica exige integrar variables ambientales y 
sociales en el propio proceso de diseño, incorporando análisis de ciclo de vida, 
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eficiencia energética, uso de materiales, resiliencia y efectos acumulativos a largo 
plazo (Mulder, 2017; Allenby, 2012; Linares, 2010; Valero & Valero, 2014; Valero 
et al., 2018). La sostenibilidad puede integrarse en asignaturas de diseño de pro-
yectos, cálculo estructural, planificación de infraestructuras o gestión de sistemas 
energéticos. El estudiante no solo debe garantizar la viabilidad técnica y económica 
de una solución, sino incorporar variables como eficiencia energética, consumo de 
recursos, impacto ambiental o resiliencia frente al cambio climático. El análisis 
técnico deja de ser exclusivamente funcional para integrar criterios de impacto y 
durabilidad, de modo que la sostenibilidad no actúa como condicionante externo 
posterior al diseño, sino como variable que modifica la formulación del problema 
técnico y la selección de alternativas.

Desde la perspectiva de los estudios sobre transiciones socio-técnicas, la inno-
vación tecnológica se encuentra intrínsecamente vinculada a objetivos de descar-
bonización, transformación energética y adaptación climática (Köhler et al., 2019; 
González-Eguino, 2022; González de Molina & Toledo 2014; Naredo, 2010). Ello 
implica que el futuro profesional técnico debe ser capaz de comprender la inter-
dependencia entre sistemas tecnológicos, marcos regulatorios y dinámicas econó-
micas, integrando la sostenibilidad como criterio estructural de diseño y no como 
mera restricción adicional.

En titulaciones científicas y cuantitativas (como Matemáticas, Estadística o 
Ciencia de Datos) la sostenibilidad se proyecta sobre la construcción de modelos 
predictivos, la elaboración de indicadores compuestos y el análisis de riesgos en 
contextos de incertidumbre. Los informes recientes del IPCC (2021-2023) eviden-
cian el papel central de la modelización matemática y estadística en la evaluación 
de escenarios climáticos y en la estimación de impactos socioeconómicos. Así, la 
competencia puede desarrollarse mediante la modelización de escenarios ambien-
tales, la construcción de indicadores de sostenibilidad o el análisis predictivo de 
riesgos climáticos y económicos. De manera que la competencia no radica úni-
camente en la capacidad de construir modelos formales, sino en la aptitud para 
interpretar críticamente sus supuestos, límites y efectos sociales, tal como se ha 
subrayado en los debates contemporáneos sobre el uso responsable de modelos 
cuantitativos en la toma de decisiones públicas (Saltelli et al., 2020; Chuvieco, 
2020; Labandeira, 2010). La sostenibilidad se integra aquí como objeto de análisis 
cuantitativo, exigiendo rigor metodológico y capacidad de interpretar datos en con-
textos de incertidumbre.

De este modo, la sostenibilidad en ámbitos técnico-científicos no se traduce 
en la incorporación de contenidos ambientales aislados, sino en la reformulación 
de los criterios de optimización y validación de soluciones. La eficiencia deja 
de evaluarse exclusivamente en términos de rendimiento inmediato para incor-
porar variables de impacto ambiental, equidad intergeneracional y resiliencia 
sistémica.

En el nivel de Grado, la competencia de sostenibilidad puede concretarse en 
la capacidad de incorporar variables ambientales y sociales en el análisis y diseño 
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de soluciones técnicas, así como en la identificación de externalidades asociadas a 
proyectos, infraestructuras o sistemas productivos. No se exige todavía la estructu-
ración de modelos regulatorios complejos, sino la integración explícita de criterios 
de sostenibilidad en la formulación del problema técnico y en la comparación de 
alternativas.

En titulaciones de Ingeniería, ello puede traducirse en la incorporación de aná-
lisis de ciclo de vida en proyectos de diseño, en la evaluación de eficiencia energé-
tica en infraestructuras o en la estimación de consumo de materiales y generación 
de residuos. El estudiante debe ser capaz de justificar técnicamente la selección 
de una solución atendiendo no solo a su coste o rendimiento inmediato, sino a su 
impacto ambiental acumulado y a su coherencia con objetivos de descarbonización 
o uso racional de recursos, en línea con los estudios sobre requerimientos materia-
les y transición energética desarrollados en el ámbito español (Valero et al., 2018; 
Labandeira, 2010).

En Arquitectura y Urbanismo, la competencia puede desarrollarse mediante la 
evaluación energética de edificaciones, la integración de criterios de eficiencia tér-
mica y la consideración de resiliencia urbana frente a riesgos climáticos. La sos-
tenibilidad no se presenta como un módulo aislado, sino como criterio transversal 
de diseño.

En titulaciones científicas y cuantitativas, como Matemáticas, Estadística o 
Ciencia de Datos, la competencia puede concretarse en la construcción y análisis 
de indicadores de sostenibilidad, en la modelización de escenarios ambientales o 
en la estimación de riesgos económicos vinculados al cambio climático. El estu-
diante debe ser capaz de interpretar críticamente los supuestos de los modelos y 
valorar sus límites metodológicos, integrando el análisis cuantitativo en la toma 
de decisiones públicas o empresariales, tal como se ha evidenciado en estudios 
de modelización climática aplicados al contexto español (González-Eguino et al., 
2022; Chuvieco, 2020).

En este nivel, la sostenibilidad actúa como variable que amplía los criterios 
de optimización y obliga a incorporar el análisis de impactos en el propio proceso 
técnico.

En el nivel de Máster, la competencia adquiere una dimensión estructural vin-
culada al diseño de sistemas complejos y a la integración de variables técnicas, 
económicas y regulatorias en contextos de alta incertidumbre. El estudiante no se 
limita a aplicar herramientas de análisis, sino que debe estructurar soluciones tec-
nológicas compatibles con objetivos de transición ecológica y evaluar su viabilidad 
sistémica.

En Ingeniería, ello puede concretarse en el diseño de sistemas energéticos 
integrados alineados con escenarios de descarbonización, en la planificación de 
infraestructuras resilientes o en la evaluación estratégica de alternativas tecnoló-
gicas considerando disponibilidad de recursos críticos, impactos acumulativos y 
coherencia con marcos regulatorios europeos. La sostenibilidad condiciona aquí la 
arquitectura misma del sistema diseñado.
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En ámbitos cuantitativos avanzados, el nivel de Máster puede implicar la elabo-
ración de modelos predictivos complejos para la evaluación de riesgos climáticos, 
el análisis de sensibilidad de escenarios de transición o la construcción de indica-
dores compuestos que integren variables ambientales, económicas y sociales. El 
estudiante debe ser capaz de justificar la selección de metodologías, ponderar incer-
tidumbres y evaluar las implicaciones normativas y económicas de los resultados 
obtenidos, en coherencia con los debates contemporáneos sobre uso responsable 
de modelos cuantitativos en políticas públicas (Saltelli et al., 2020). En este nivel, 
la sostenibilidad deja de operar como variable adicional y se convierte en criterio 
estructurante del diseño técnico y de la toma de decisiones estratégicas, integrando 
conocimiento científico, análisis de datos y marcos regulatorios.

En consecuencia, la integración de la sostenibilidad en titulaciones técnicas 
y científicas confirma que la competencia no depende del contenido disciplinar 
específico, sino del modo en que se definen los criterios de diseño, validación y 
optimización de soluciones profesionales.

V. LA EVALUACIÓN DE LA COMPETENCIA DE SOSTENIBILIDAD 
COMO GARANTÍA DE INTEGRACIÓN CURRICULAR EFECTIVA

La integración de la sostenibilidad como competencia transversal solo adquiere 
efectividad real cuando se traduce en mecanismos de evaluación coherentes con 
los resultados de aprendizaje previamente formulados. En el modelo español de 
educación superior, articulado en torno a competencias y resultados verificables 
conforme al RD 822/2021 y al sistema de aseguramiento de la calidad, la evalua-
ción constituye el elemento que permite comprobar si la competencia ha sido efec-
tivamente desarrollada o si permanece en el plano meramente declarativo. No basta 
con enunciar la sostenibilidad como principio inspirador del plan de estudios; es 
necesario diseñar instrumentos que permitan evidenciar el nivel de logro alcanzado 
por el estudiante.

La doctrina sobre evaluación universitaria ha subrayado que la competencia 
solo puede considerarse adquirida cuando el estudiante demuestra su capacidad 
de movilizar conocimientos en contextos complejos y situados (De Miguel, 2006; 
Villa & Poblete, 2007; Tejada Fernández, 2012). En esta línea, se ha puesto de 
relieve que la evaluación por competencias exige transformar no solo los instru-
mentos de valoración, sino la propia lógica de diseño de tareas, orientándolas a la 
resolución de problemas reales y no a la mera comprobación de contenidos teóricos 
(Zabalza, 2006).

Aplicado a la sostenibilidad, ello implica que la evaluación debe centrarse en la 
capacidad del estudiante para integrar criterios ambientales, sociales y económicos 
en la argumentación jurídica, económica o técnica. No resulta suficiente comprobar 
el conocimiento conceptual del desarrollo sostenible; es preciso exigir que dicha 
dimensión forme parte del razonamiento que conduce a la solución adoptada y 
condicione la selección de alternativas.
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En el nivel de Grado, la evaluación debe estructurarse en torno a tareas que 
obliguen al estudiante a incorporar de manera explícita criterios de sostenibili-
dad en la fundamentación de sus decisiones. La valoración puede exigir que el 
estudiante justifique la selección de una alternativa, motive la ponderación entre 
intereses en conflicto o explicite los impactos derivados de una determinada deci-
sión. La competencia se evidencia cuando la sostenibilidad forma parte del proceso 
argumentativo que conduce a la solución propuesta y no aparece como elemento 
accesorio o añadido posterior.

En el nivel de Máster, la evaluación debe reflejar el incremento de autonomía 
y complejidad establecido en el MECES (RD 1027/2011, art. 4). No se trata úni-
camente de aplicar criterios existentes, sino de estructurar soluciones integradas en 
contextos caracterizados por incertidumbre normativa, tecnológica o económica. 
La evaluación puede materializarse en la elaboración de planes estratégicos con 
integración de criterios ESG, en el diseño de propuestas regulatorias compatibles 
con obligaciones europeas de sostenibilidad, en la estructuración de modelos de 
financiación sostenible o en la construcción de modelos predictivos para escenarios 
climáticos. En este nivel, la evaluación se aproxima a escenarios propios del ejer-
cicio profesional, exigiendo integrar información fragmentaria, ponderar riesgos y 
justificar decisiones desde una perspectiva sistémica.

La utilización de rúbricas analíticas constituye un instrumento particularmente 
adecuado para graduar el nivel de logro de esta competencia (Cano, 2015; Villa & 
Poblete, 2007) al permitir objetivar criterios de evaluación, reducir la discrecionali-
dad y asegurar coherencia entre resultados de aprendizaje y evidencias observadas. 
En el caso de la sostenibilidad, los indicadores pueden incluir la identificación de 
interdependencias sistémicas, la calidad del análisis de impactos, la coherencia en 
la ponderación de alternativas y la fundamentación técnica o normativa de las deci-
siones adoptadas. Este tipo de instrumentos facilita la trazabilidad entre la compe-
tencia formulada y el desempeño efectivamente observado.

Desde la perspectiva institucional, la evaluación de la competencia de sosteni-
bilidad debe además integrarse en los sistemas internos de garantía de calidad del 
título, asegurando que las evidencias recogidas en distintas asignaturas contribuyen 
de manera progresiva al logro de la competencia transversal. Los criterios vigentes 
de evaluación de ANECA (Aneca, 2024) refuerzan la exigencia de coherencia entre 
competencias declaradas, actividades formativas y sistemas de evaluación, lo que 
impide mantener formulaciones competenciales sin traducción verificable. En la 
misma línea, los trabajos de la CRUE sobre sostenibilización curricular insisten 
en la necesidad de incorporar la sostenibilidad en los mecanismos de evaluación y 
seguimiento del título (CRUE, 2023).

En definitiva, la evaluación constituye el mecanismo decisivo que permite dife-
renciar entre la incorporación formal de la sostenibilidad en los documentos aca-
démicos y su integración efectiva en la formación universitaria. Solo cuando los 
instrumentos evaluativos obligan al estudiante a analizar interdependencias, antici-
par impactos y justificar decisiones incorporando criterios ambientales, sociales y 
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económicos, puede afirmarse que la sostenibilidad ha sido incorporada como com-
petencia estructural del currículo y no como declaración programática.

VI. CONCLUSIONES

El reconocimiento de la sostenibilidad como principio normativo y político 
transversal ha dejado de ser una proclamación genérica para convertirse en un cri-
terio estructural que condiciona la acción pública y la regulación económica. En el 
plano internacional, la Agenda 2030 y los ODS han consolidado el desarrollo sos-
tenible como marco de referencia para las políticas públicas. En el ámbito europeo, 
el principio de integración ambiental del art. 11 TFUE, junto con el Pacto Verde 
Europeo y el despliegue normativo reciente en materia de taxonomía (Reglamento 
2020/852), transparencia corporativa (Directiva 2022/2464) y diligencia debida 
(Directiva 2024/1760), evidencia que la sostenibilidad opera como vector transver-
sal del ordenamiento y no como política sectorial limitada. Esta transversalidad se 
proyecta necesariamente sobre la universidad, tanto por su función formativa como 
por su posición en el sistema de producción de conocimiento.

En España, la sostenibilidad presenta un anclaje normativo expreso que alcan-
za directamente al ámbito universitario. La Ley 7/2021 incorpora el desarrollo 
sostenible como principio rector de la acción pública (art. 2) y dispone de forma 
específica la integración transversal del cambio climático y la sostenibilidad en el 
sistema educativo, incluyendo la promoción de su incorporación en los planes de 
estudio universitarios y la formación del profesorado (art. 35). La LOSU refuerza 
esta orientación al situar el desarrollo sostenible entre las funciones del sistema 
universitario (art. 2) y al incluir la sostenibilidad medioambiental entre los objeti-
vos que pueden articular la programación y financiación universitaria mediante ejes 
e indicadores (art. 56). En consecuencia, la sostenibilidad no constituye un mero 
«valor institucional», sino un mandato con proyección directa sobre el diseño y la 
organización de la docencia universitaria.

La principal dificultad no reside ya en justificar la presencia de la sostenibilidad 
en la universidad, sino en superar la brecha entre su incorporación declarativa y su 
integración formativa efectiva. La evidencia de planes estratégicos, memorias y 
políticas institucionales muestra un compromiso formal creciente, pero ese com-
promiso no siempre se traduce en resultados de aprendizaje, actividades formati-
vas y criterios de evaluación explícitos, lo que conduce a un tratamiento episódico 
o retórico. Esta brecha resulta especialmente problemática en el actual marco de 
ordenación de enseñanzas, basado en resultados de aprendizaje y aseguramiento de 
la calidad (RD 822/2021), que exige que las competencias transversales se definan 
y evalúen de manera verificable.

La sostenibilidad debe ser comprendida como una competencia compleja, 
no reducible a contenidos ambientales añadidos. La delimitación competencial 
empleada en este trabajo (comprensión sistémica, anticipación de impactos y capa-
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cidad estratégica de diseño de soluciones) permite traducir el principio normativo 
en capacidades formativas observables. Esta aproximación evita confundir «intro-
ducir sostenibilidad» con «mencionar sostenibilidad», y sitúa el problema en el 
terreno correcto: el de la arquitectura pedagógica del título.

La aportación central de todo lo abordado se concreta en un marco estruc-
turado de integración basado en tres dimensiones: (i) definición competencial 
operativa mediante resultados de aprendizaje formulados en términos de acción; 
(ii) progresión formativa coherente conforme a niveles de cualificación, gra-
duando autonomía y complejidad de acuerdo con el MECES (RD 1027/2011, 
arts. 3 y 4); y (iii) alineación entre resultados, actividades y evaluación, evitan-
do disonancias entre lo declarado y lo trabajado, conforme a los principios de 
alineación constructiva. Estas tres dimensiones ofrecen una pauta metodológica 
aplicable a cualquier titulación sin necesidad de reformar estructuralmente los 
planes de estudio.

El análisis aplicado confirma que la transversalidad de la competencia no 
depende del «contenido material» de la titulación, sino de la forma de abordar los 
problemas profesionales propios de cada disciplina. En titulaciones económico-em-
presariales, la integración se produce de manera natural al incorporar criterios ESG 
y obligaciones normativas europeas que ya condicionan estrategias, inversiones y 
operaciones (Reglamento 2020/852; Directivas 2022/2464 y 2024/1760), lo que 
demuestra que la sostenibilidad forma parte de la racionalidad decisional contem-
poránea. En titulaciones jurídicas, la sostenibilidad se manifiesta como parámetro 
interpretativo y regulador con proyección sobre múltiples ramas (administrativo, 
mercantil, financiero y UE), permitiendo integrar la competencia en el razonamien-
to jurídico ordinario y en escenarios de cumplimiento normativo. En titulaciones 
técnicas y cuantitativas, la sostenibilidad se incorpora reformulando criterios de 
optimización, validación y diseño de soluciones (incluyendo recursos, ciclo de 
vida, eficiencia y resiliencia) y reforzando la responsabilidad metodológica en el 
uso de modelos. Por tanto, la sostenibilidad se integra «desde dentro» de cada dis-
ciplina: no como materia autónoma, sino como criterio transversal de análisis, deci-
sión y justificación.

La evaluación es el punto decisivo que separa la sostenibilidad como declara-
ción institucional de la sostenibilidad como competencia efectivamente adquirida. 
La evaluación por competencias exige verificar desempeños situados y contextua-
lizados, y orienta el diseño docente hacia tareas auténticas frente a la mera com-
probación de contenidos. En esta línea, la utilización de rúbricas analíticas permite 
objetivar criterios, asegurar coherencia y graduar niveles de dominio. Desde el 
plano institucional, la exigencia de coherencia entre competencias, actividades y 
evidencias (reforzada por los sistemas de aseguramiento de la calidad y por los 
criterios de evaluación del profesorado) obliga a evitar formulaciones competencia-
les sin trazabilidad evaluativa. De este modo, la sostenibilidad se consolida como 
competencia cuando se evalúa mediante instrumentos que obligan a integrar inter-
dependencias, anticipar impactos y justificar decisiones con criterios ambientales, 
sociales y económicos.
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La «tarea pendiente» para el profesorado universitario no es incorporar más 
contenidos, sino transformar el diseño de resultados de aprendizaje, tareas y 
evaluación para hacer la sostenibilidad verificable. En términos operativos, esto 
exige: (a) formular resultados de aprendizaje que describan desempeños y no 
intenciones; (b) seleccionar tareas que obliguen al estudiante a razonar incorpo-
rando criterios de sostenibilidad; (c) explicitar criterios de corrección y niveles 
de logro mediante rúbricas u otros instrumentos; y (d) coordinar la distribución 
progresiva de evidencias a lo largo del título. Solo así la sostenibilidad deja de 
funcionar como etiqueta programática y se convierte en competencia transversal 
evaluable.

En suma, podemos defender que el tránsito «de la declaración normativa a la 
integración competencial efectiva» requiere una arquitectura pedagógica explícita 
y coherente con el marco español de ordenación universitaria. La sostenibilidad, 
reconocida normativamente y exigida institucionalmente, debe traducirse en resul-
tados de aprendizaje, progresión MECES y evaluación alineada. En ausencia de 
esa arquitectura, el mandato normativo corre el riesgo de diluirse en enunciados 
sin eficacia formativa; con ella, la universidad puede cumplir su función formativa 
estratégica en la transición sostenible y dotar al estudiantado de competencias rea-
les para operar profesionalmente en entornos atravesados por exigencias regulato-
rias, económicas y sociales crecientes.
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